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Providencia:                              
Sentencia de 6 de junio de 2018

Radicación Nro.


66001-31-05-005-2016-00562-01

Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


Héctor Andrés Ramírez Meneses  

Demandados:


Follajes La Ilusión S.A.S. y otro 

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
             Juzgado Quinto Laboral del Circuito 

Temas: 


NO PAGO DE CESANTÍAS / NO HAY PRUEBA DE JUSTIFICACIÓN DEL IMPAGO NI DE BUENA FE DEL EMPLEADOR / SANCIÓN MORATORIA / CONFIRMA / CONCEDE / Ha sostenido de manera uniforme la Sala de Casación Laboral, que las sanciones moratorias que se generan por la falta de pago de los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones, no operan de manera automática, ya que en cada caso en concreto se debe adelantar un análisis del comportamiento que asumió el empleador moroso, para verificar si existen razones serias y atendibles que justifiquen su conducta y lo ubiquen en el terreno de la buena fe.

Dicha posición fue reiterada en las sentencias CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514 ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo…

(…)

Nótese que la Alta Magistratura ha entendido que el examen que debe realizar el operador jurídico respecto al comportamiento del empleador moroso, se circunscribe en determinar si hay razones que justifiquen su incumplimiento, con el fin de ubicar ese proceder en el terreno de la buena fe, es decir, en ningún momento propone un análisis para que se demuestre si hubo mala fe por parte del empleador, pues nótese como la Corte termina indicando que la indemnización procede cuando después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.

(…)

Bajo esas circunstancias, no es cierto como lo afirma el apoderado judicial de Follajes La Ilusión S.A.S., que al trabajador Héctor Andrés Ramírez Meneses se le haya pagado lo concerniente a las prestaciones sociales y vacaciones que se generaron en vigencia del contrato de trabajo, pues de haber sido así hubieren aportado las liquidaciones correspondientes o en su defecto los libros contables en los que quedan registrados los desembolsos por esos conceptos, sin que así lo hubiere hecho; lo que permite concluir que al accionante no se le cancelaban anualmente las prestaciones sociales y vacaciones como lo afirmó la empresa accionada; por lo que adecuada resultó la decisión adoptada por la funcionaria de primer grado, indicando que no hay lugar a revisar el monto de cada una de las sumas a que fue condenada, en consideración a que los cálculos hechos por parte de la a quo no fueron objeto de controversia por la sociedad demandada.

(…)

En ese aspecto, no encuentra la Sala pruebas en el plenario que permitan establecer cuáles fueron las razones que llevaron a la sociedad Follajes La Ilusión S.A.S. a desconocer por casi diez años, los derechos mínimos del trabajador, pues como ya quedó definido, no hay prueba de que anualmente le cancelara las prestaciones sociales y vacaciones a su trabajador

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUENOS DÍAS

Hoy, seis de junio de dos mil dieciocho, siendo la una y cuarenta y cinco de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la sociedad FOLLAJES LA ILUSIÓN S.A.S. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 19 de enero de 2018, dentro del proceso que le promueve el señor HÉCTOR ANDRÉS RAMÍREZ MENESES, donde también esta demandado el señor FRANCISCO JAVIER PÉREZ MARÍN, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00562-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Héctor Andrés Ramírez Meneses que la justicia laboral declare que entre él y los demandados existió un contrato de trabajo verbal a término indefinido entre el 15 de febrero de 2000 y el 12 de marzo de 2016 y con base en ello aspira que se les condene a reconocer y pagar prestaciones sociales, vacaciones, las sanciones moratorias de los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., la indemnización por no pago de los intereses a las cesantías, la indemnización por despido sin justa causa y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Celebró el 15 de febrero de 2000 contrato de trabajo verbal a término indefinido con el señor Francisco Javier Pérez Marín, sin embargo, a partir del 5 de febrero de 2002 ante la creación de la sociedad Follajes La Ilusión S.A.S., representada por el señor Pérez Marín, pasó a prestar los mismos servicios a favor de esa entidad; las labores encomendadas fueron las de siembra, cultivo, manejo y dirección de actividades agrícolas, las cuales desempeñó bajo la continuada dependencia y subordinación de los demandados; el salario pactado fue el equivalente al mínimo legal mensual vigente; el empleador realizó desde la semana 53 del año 2015 retenciones al salario sin ninguna justificación; el 12 de marzo de 2016 la sociedad accionada decidió dar por terminado el contrato de trabajo unilateralmente y sin justa causa; nunca se le cancelaron prestaciones sociales, vacaciones, calzado y vestido de labor y demás prestaciones a que tenía derecho.
Al dar respuesta a la demanda –fls.38 a 44- el señor Francisco Javier Pérez Marín y la sociedad Follajes La Ilusión manifestaron que antes de la creación de la empresa en el año 2006, el accionante fue contratado por el administrador Álvaro Bernal como agricultor estacionario, cancelándosele todo lo correspondiente a su relación contractual. Una vez finalizó esa tarea, el actor se desvinculó por espacio de tres meses aproximadamente, siendo contratado en el año 2006 por Follajes La Ilusión S.A.S., quien ejerció la continuada dependencia y subordinación, pagándosele la totalidad de prestaciones y vacaciones a que tenía derecho, sin embargo, debido al nivel de confianza que había con el trabajador, no se le hizo firmar los documentos correspondientes, situación de la que se aprovechó para demandarla laboralmente, solicitando pagos por conceptos ya cancelados. En cuanto a los descuentos que encuentra extraños el trabajador, sostuvo que eran los concernientes a la seguridad social. Se opusieron a las pretensiones y formularon las excepciones de mérito que denominó “Falta de causa para demandar”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la obligación”, “Mala fe y temeridad”, “Pago”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva con respecto al señor Francisco Javier Pérez Marín” y “Prescripción”.
En sentencia de 19 de enero de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que entre el señor Héctor Andrés Ramírez Meneses y el señor Francisco Javier Pérez Marín existieron tres contratos de trabajo los cuales transcurrieron entre el 5 y el 11 de enero de 2004 el primero, 24 a 30 de enero de 2005 el segundo y 2 a 8 de octubre de 2006 el tercero, no obstante, posteriormente indicó que las prestaciones sociales y vacaciones surgidas en esas relaciones laborales se encuentran prescritas.
A continuación estableció que el señor Ramírez Meneses también sostuvo un contrato de trabajo con la sociedad Follajes La Ilusión S.A.S. entre el 31 de diciembre de 2006 y el 12 de marzo de 2016, determinando que en el proceso no obra prueba que acredite el pago de las prestaciones sociales y vacaciones por parte del empleador, motivo por el que, luego de establecer que todas las obligaciones surgidas con anterioridad al 8 de agosto de 2013 se encuentran prescritas, menos la atinente al auxilio de cesantías, procedió a condenar a la sociedad accionada a reconocer y pagar las siguientes sumas de dinero: $5.588.446 por concepto de cesantías, $184.940 por concepto de intereses a las cesantías, $816.201 por concepto de compensación por vacaciones, $1.821.947 por concepto de primas de servicios; $651.000 por concepto de dotación y calzado de labor.

Posteriormente determinó que en el presente asunto el empleador no demostró razones que pudieran poner en el plano de la buena fe, su omisión de cancelar las prestaciones sociales y vacaciones, motivo por el que la condenó a pagar las sanciones moratorias por no consignación de las cesantías y falta de pago de prestaciones sociales, la primera en cuantía de $21.867.793 y la segunda en cuantía de $22.981 diarios a partir del 13 de marzo de 2016 y hasta que se verifique el pago total de la obligación, al tratarse de un trabajador que devengaba el salario mínimo legal mensual vigente; explicando adicionalmente que no es posible que ésta última sanción deje de correr desde el momento en que se canceló a órdenes del juzgado la suma de $636.573 que pagó la entidad demandada a título de prestaciones sociales, ya que la misma no se puso a disposición del trabajador, sin embargo, ordenó descontar esa suma de lo adeudado por tales conceptos.
Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la sociedad Follajes La Ilusión S.A.S. interpuso recurso de apelación manifestando que no es posible ordenar el pago de las sumas relacionadas por la a quo por concepto de prestaciones sociales y vacaciones, por cuanto esos pagos se le hicieron anualmente al trabajador por parte de la empresa empleadora, lo que implicaría un enriquecimiento sin justa causa, pues el mismo Héctor Andrés Ramírez Meneses es consciente que anualmente se le realizaba el pago de sus derechos como trabajador.

Igualmente considera que no es posible que se le condene a cancelar la sanción moratoria por no consignación de las cesantías, pues al habérsele cancelado esa prestación económica anualmente, no había lugar a realizar la consignación antes del 14 de febrero de la siguiente anualidad, ya que esa es la forma en la que se opera en ese tipo de trabajos en la región.

En cuanto a la sanción por no pago de las prestaciones sociales, estima que en el proceso está demostrado que Follajes La Ilusión S.A.S. siempre obró de buena fe, pues anualmente le cancelaron al señor Ramírez Meneses las obligaciones laborales, al punto que desde antes de iniciarse el proceso se venía tratando de conciliar con el trabajador y posteriormente se puso a disposición del juzgado el valor de las prestaciones sociales insolutas por el año 2016.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes problemas jurídicos:

¿Quedó demostrado en el proceso que la sociedad Follajes La Ilusión S.A.S. canceló al señor Héctor Andrés Ramírez Meneses las prestaciones sociales y vacaciones causadas dentro del contrato de trabajo que se ejecutó entre el 31 de diciembre de 2006 y el 12 de marzo de 2016?
En caso de no ser afirmativa la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a condenar a la entidad demandada a reconocer y pagar las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T.?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
DE LAS SANCIONES MORATORIAS

Ha sostenido de manera uniforme la Sala de Casación Laboral, que las sanciones moratorias que se generan por la falta de pago de los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones, no operan de manera automática, ya que en cada caso en concreto se debe adelantar un análisis del comportamiento que asumió el empleador moroso, para verificar si existen razones serias y atendibles que justifiquen su conducta y lo ubiquen en el terreno de la buena fe.

Dicha posición fue reiterada en las sentencias CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514 ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, en la que recordó:

“Sólo como fruto de esa labor de exploración de tal comportamiento, le es dable al juez fulminar o no condena contra el empleador. Si tal análisis demuestra que éste tuvo razones serias y atendibles, que le generaron el convencimiento sincero y honesto de no deber, o que justifiquen su incumplimiento, el administrador de justicia lo exonerará de la carga moratoria, desde luego que la buena fe no puede merecer una sanción, en tanto que, como paradigma de la vida en sociedad, informa y guía el obrar de los hombres.

De suerte que la indemnización moratoria procede cuando, después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.”

Nótese que la Alta Magistratura ha entendido que el examen que debe realizar el operador jurídico respecto al comportamiento del empleador moroso, se circunscribe en determinar si hay razones que justifiquen su incumplimiento, con el fin de ubicar ese proceder en el terreno de la buena fe, es decir, en ningún momento propone un análisis para que se demuestre si hubo mala fe por parte del empleador, pues nótese como la Corte termina indicando que la indemnización procede cuando después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.
EL CASO CONCRETO

Sostiene el apoderado judicial de la sociedad Follajes La Ilusión S.A.S., que en el curso del proceso quedó demostrado que al señor Héctor Andrés Ramírez Meneses se le cancelaron anualmente las prestaciones sociales y vacaciones a que tenía derecho en virtud al contrato de trabajo ejecutado entre el 31 de diciembre de 2006 y el 12 de marzo de 2016.

Sin embargo, esa manifestación se quedó en una simple afirmación carente de sustento probatorio, ya que en el proceso no obran pruebas que den fe de que la sociedad empleadora le canceló a su trabajador las sumas correspondientes a las prestaciones sociales y vacaciones causadas en vigencia del contrato de trabajo, siendo del caso manifestar que los testigos María Luz Dary Valencia Londoño y José Uriel Betancur Mejía oídos por solicitud de la parte actora, no tenían conocimiento sobre esas particularidades al no haber sido compañeros de trabajo del accionante. Por su parte los declarantes convocados por petición de la empresa demandada, no dieron certeza de que esos pagos en efecto se hayan presentado, ya que por ejemplo la señora Janeth Rocío Forero Montoya, quien indicó haberse vinculado a Follajes La Ilusión S.A.S. el 6 de diciembre de 2015, expresó que de lo único que puede dar fe en ese sentido, es que al señor Ramírez Meneses se le realizó la liquidación correspondiente al último tiempo en diciembre de 2015, la cual no fue recibida por él; mientras que el señor Luis Alfredo Amariles Osorio quien dijo haber trabajado por temporadas en la empresa, señaló que desconocía si al demandante se le cancelaron o no las obligaciones reclamadas.

Bajo esas circunstancias, no es cierto como lo afirma el apoderado judicial de Follajes La Ilusión S.A.S., que al trabajador Héctor Andrés Ramírez Meneses se le haya pagado lo concerniente a las prestaciones sociales y vacaciones que se generaron en vigencia del contrato de trabajo, pues de haber sido así hubieren aportado las liquidaciones correspondientes o en su defecto los libros contables en los que quedan registrados los desembolsos por esos conceptos, sin que así lo hubiere hecho; lo que permite concluir que al accionante no se le cancelaban anualmente las prestaciones sociales y vacaciones como lo afirmó la empresa accionada; por lo que adecuada resultó la decisión adoptada por la funcionaria de primer grado, indicando que no hay lugar a revisar el monto de cada una de las sumas a que fue condenada, en consideración a que los cálculos hechos por parte de la a quo no fueron objeto de controversia por la sociedad demandada.
Así pues, al no haber cumplido con el deber de consignar las cesantías en un fondo de elección del accionante y tampoco habérsele cancelado las prestaciones sociales a la finalización del vínculo laboral, se activaron las sanciones moratorias establecidas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., pudiéndose exonerar el empleador de las mismas, si demuestra que esas omisiones se presentaron por razones atendibles que puedan ser puestas en el plano de la buena fe.

En ese aspecto, no encuentra la Sala pruebas en el plenario que permitan establecer cuáles fueron las razones que llevaron a la sociedad Follajes La Ilusión S.A.S. a desconocer por casi diez años, los derechos mínimos del trabajador, pues como ya quedó definido, no hay prueba de que anualmente le cancelara las prestaciones sociales y vacaciones a su trabajador, y contrario a lo expresado en la sustentación del recurso en el sentido de que la empresa demandada tuvo toda la intención de saldar sus diferencias con el señor Ramírez Meneses antes de iniciar el presente ordinario laboral, lo que se vislumbra con la constancia emitida por el Ministerio del Trabajo el 20 de abril de 2016 –fl.7- es que precisamente la intención de la sociedad empleadora no era la de llegar a un acuerdo previo con el accionante, pues a pesar de haber sido citado a ese despacho el representante legal de la empresa, llegado el día y la hora para ello, esto es, el 14 de abril de 2016 a las 9:45 am., no compareció a pesar de haber sido debidamente notificado.
Así las cosas, al no haber razones que puedan ubicarse en el plano de la buena fe, necesario resulta confirmar la decisión del Juzgado Quinto Laboral del Circuito en el sentido de condenar a Follajes La Ilusión S.A.S. a que reconozca y pague las referenciadas sanciones moratorias, en los montos allí establecidos ya que la liquidación tampoco fue objeto de controversia, siendo del caso señalar que la consignación efectuada por esa parte a órdenes del despacho el 3 de agosto de 2016 –fl.52- en la que considera que se le adeuda al actor la suma de $636.573 por concepto de liquidación del contrato de trabajo, no frena la sanción moratoria del artículo 65 del C.S.T., pues es evidente que con esa suma no se cubre la totalidad de lo adeudado por prestaciones sociales y vacaciones al señor Ramírez Meneses.
Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 19 de enero de 2018.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta sede a la parte recurrente en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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